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El procedimiento de impugnación del Código Fiscal d e Santa Fe y el efecto dilatorio que 

produce sobre la recaudación de las rentas públicas  

 

Julián E. Passarella 

 

 

I.- Introducción 

 

En este trabajo analizaremos las consecuencias nocivas que el procedimiento de impugnación de 

los actos determinativos de deuda del Código Fiscal de la Provincia de Santa Fe produce sobre la 

recaudación de las rentas públicas. 

 

Comenzaremos con el estudio del complejo íter recursivo previsto para la sede administrativa en la 

normativa tributaria local. Luego analizaremos brevemente el régimen de ejecutoriedad del acto 

determinativo de deuda en la Provincia de Santa Fe, y para finalizar realizaremos algunas 

apreciaciones personales a modo de conclusión. 

 

 

II.- El procedimiento de impugnación del acto deter minativo de deuda en el Código Fiscal de 

Santa Fe 

 

Sin perjuicio de la sustancial reforma que sobre la Parte General del Código Fiscal de la Provincia 

de Santa Fe ha producido la Ley N° 13.260 (B.O. 24/05/2012), el régimen de impugnación de los 

actos determinativos de deuda continúa vigente.  

 

Esta ley entró a regir el 24 de noviembre del año 2012, aunque aún no ha sido ordenado el texto del 

nuevo digesto. Su reglamentación, a su vez, se está realizando de manera paulatina por parte de la 

Administración Provincial de Impuestos. Por estas razones, haremos mención a los artículos en 

cuestión según la numeración de acuerdo con la Ley N° 3.456, t.o. Decreto N° 2.350/1997 y 

modificatorios. 

 



 2 

No olvidamos, naturalmente, que el nuevo Código establece otros recursos para casos específicos1, 

pero ahora nos limitaremos a analizar brevemente el Título Décimo del Libro Primero (“De las 

acciones y procedimientos contenciosos y penales”). Allí se prevén, para la sede administrativa, los 

siguientes medios de impugnación: recurso de revocatoria (artículo 63), recurso de apelación 

(artículos 64 a 66) y –eventualmente, ante su denegación por “improcedencia formal”– recurso de 

apelación directa por ante el Poder Ejecutivo (artículo 66, último párrafo)2. 

 

Debe destacarse que a partir de la delegación de firma dispuesta por el Decreto-Acuerdo N° 

916/2008 –modificado por similar N° 851/2011–, el Ministro de Economía es la autoridad a quien 

corresponde rechazar –en ciertos supuestos– el recurso de apelación directa ya referido. No 

obstante, allí no se agota la vía administrativa en estos casos particulares, pues este mismo 

reglamento prevé un recurso de revocatoria ante aquella resolución desestimatoria, el que sí deberá 

ser resuelto por el Poder Ejecutivo, poniéndose fin a la instancia. 

 

Comenzamos aclarando que el artículo 16 del código aprobado por Ley N° 13.260 mantiene la 

figura de los Administradores Regionales3, que están al frente de la Regional Santa Fe y de la 

Regional Rosario. Estos funcionarios actúan “…con carácter permanente en la actividades 

relacionadas con la aplicación, determinación, percepción y fiscalización de los tributos que se 

encuentran bajo la competencia de la Administración Provincial de Impuestos… No obstante las 

sustituciones mencionadas precedentemente, el Administrador Provincial conservará la máxima 

                                                 
1  Véase, por ejemplo, el recurso de apelación contra el acto de la Administración Provincial de 
Impuestos que evacua la consulta formulada por los sujetos legitimados a tal fin (artículo 41). Resulta 
interesante también el artículo 20, cuando alude al recurso de apelación –a resolver por el Ministro de 
Economía– que cabe interponer ante las resoluciones interpretativas que dicte el Administrador Provincial, en 
las condiciones que allí se prevén. Asimismo, cabe prestar atención al artículo 64, que establece que las 
liquidaciones del impuesto inmobiliario practicadas por la Administración serán susceptibles de ser 
impugnadas “dentro del marco recursivo del Decreto-Acuerdo N° 10.204/1958 o la norma que en el futuro lo 
reemplace”. Por último, y sin ánimo de agotar la enumeración, mencionamos el artículo 82, que dice que la 
sanción de clausura “...será apelable con efecto suspensivo por ante los jueces de Primera Instancia en lo 
Penal con competencia en la sede del domicilio fiscal del establecimiento”. 
2  Para un estudio pormenorizado del régimen de impugnación administrativa en el ámbito tributario 
provincial, puede consultarse, de nuestra autoría: Los recursos administrativos en el procedimiento tributario 
del Código Fiscal de la Provincia de Santa Fe, Errepar, Revista “Práctica y Actualidad Santa Fe” N° 52, Junio 
2012, págs. 21/27; y El recurso de apelación directa por ante el Poder Ejecutivo del Código Fiscal de Santa 
Fe, Errepar, Revista “Práctica y Actualidad Santa Fe” N° 64, Junio 2013, págs. 19/24. 
3  El Decreto Nº 2.270/1992 establece las atribuciones y deberes de los Administradores Regionales y 
determina la jurisdicción territorial correspondiente a cada uno de ellos. Asimismo, las facultades de estos 
funcionarios también están expresadas en la Ley N° 10.813 (Régimen Laboral de la Administración Provincial 
de Impuestos). 
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autoridad dentro del Organismo y podrá abocarse (sic) al conocimiento y decisión de cualesquiera 

de las cuestiones planteadas”.  

 

En definitiva, entonces, más allá de que el inciso b) del artículo 21 dispone que al Administrador 

Provincial le corresponde ejercer “...las funciones de juez administrativo, en la determinación de 

oficio de materia imponible y gravámenes y accesorios correspondientes, en las repeticiones, en la 

aplicación de multas y resoluciones de los recursos de reconsideración, sin perjuicio de las 

sustituciones contempladas en el presente Título, todo previo dictamen técnico – jurídico”, los 

Administradores Regionales –por la sustitución a la que hace mención la propia ley– dictan los 

actos determinativos de deuda y aplican sanciones.  

 

Veamos ahora, entonces, cada uno de las instancias de impugnación en particular. 

 

1.- Recurso de reconsideración o revocatoria 

De acuerdo con el artículo 63, es la reconsideración o revocatoria el primer recurso que el 

contribuyente puede presentar contra “...las determinaciones de la Administración Provincial de 

Impuestos y las resoluciones que impongan multas por infracciones o defraudaciones, así como las 

derivadas de verificación que rectifiquen declaraciones juradas o establezcan obligaciones 

impositivas y en general contra cualquier resolución que afecte derechos o intereses de los 

contribuyentes o responsables”. Debe interponerse dentro de los quince días hábiles desde la 

notificación del acto impugnado, acompañando u ofreciendo las pruebas que hagan al derecho 

invocado.  

 

En el caso que analizamos, que el acto impugnado es la determinación impositiva, la particularidad 

que tiene este recurso de revocatoria es que no será resuelto por la misma autoridad que la dictó –

el Administrador Regional–, sino por el Administrador Provincial. 

 

2.- Recurso de apelación 

El artículo 64 del Código Fiscal dispone: “La resolución de la Administración Provincial de 

Impuestos, recaída sobre el recurso de revocatoria o reconsideración, quedará firme a los quince 

(15) días de notificado el contribuyente o responsable, salvo que, dentro de este término, los 

mismos interpongan recurso de apelación por ante el Poder Ejecutivo. Juntamente con la 

interposición del recurso de apelación, el contribuyente o responsable deberá justificar el pago de 

los impuestos, tasas o contribuciones que cuestione”. 
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Aparece en esta instancia de apelación el deber del contribuyente de cumplir, juntamente con la 

presentación del recurso, con el principio del “solve et repete” (esta obligación no alcanza las multas 

ni los intereses4).  

 

Este apasionante y complejo tema merece un tratamiento cuya extensión excede el objeto del 

presente trabajo. Nos limitaremos a dejar constancia de que la jurisprudencia santafesina se ha 

expedido en numerosas oportunidades sobre este requisito de pago previo, sobre todo con relación 

al previsto en el artículo 8º del Código Contencioso Administrativo aprobado por Ley Nº 11.330 para 

la instancia judicial5. Tanto la Corte Suprema de Justicia como la Cámara de lo Contencioso 

Administrativo Nº 1 han negado su inconstitucionalidad, incluso después de la Reforma 

Constitucional de 1994, que otorgó jerarquía suprema (artículo 75 inciso 22) a la Convención 

Americana Sobre Derechos Humanos, cuyo artículo 8º asegura el derecho de acceso a los 

tribunales o a la jurisdicción, a cualquier persona para que sea “...oída, con las debidas garantías y 

dentro de un plazo razonable, por un juez o tribunal competente, independiente e imparcial, 

establecido con anterioridad por la ley… para la determinación de sus derechos y obligaciones de 

orden civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter…”6. 

                                                 
4  Esta excepción al cumplimiento del “solve et repete”, por la cual éste no rige respecto de las sumas 
accesoriamente debidas por recargos, multas e intereses, se encuentra expresamente consagrada para el 
requisito de pago previo previsto en la sede judicial (artículo 8º del Código Contencioso Administrativo 
aprobado por Ley Nº 11.330). No obstante, los tribunales también la han hecho extensiva al “solve et repete” 
de la instancia administrativa. Consultar A. y S. T. 27, pág. 193, “Dycasa c/Provincia de Santa Fe – Medida 
cautelar autónoma”, 26/12/2011, de la Cámara Nº 1, que analizamos en nuestro trabajo Procedimiento 
administrativo, tutela cautelar y ejercicio de potestades tributarias, Errepar, Revista “Práctica y Actualidad 
Santa Fe” N° 54, Agosto 2012, págs. 15/24. 
5  Insistimos con que en casi todos los casos los tribunales se centraron en el “solve et repete” de la 
sede judicial (ver BONATO, Mauro, El principio del solve et repete en el contencioso santafesino, LLLitoral 
2013 (junio), 01/06/2013, 469). Donde puede encontrarse un análisis específico y autónomo del principio para 
la sede administrativa es en A. y S. T. 27, pág. 193, “Dycasa c/Provincia de Santa Fe – Medida cautelar 
autónoma”, citado en la nota anterior. 
6  El tribunal cimero nacional ha interpretado, con cita de precedentes de la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos ("Baena Ricardo y otros c/ Panamá", entre otros), que “...si bien el artículo 8º de la 
Convención se titula 'Garantías Judiciales', su aplicación no se limita a los recursos judiciales en sentido 
estricto, sino al conjunto de requisitos que deben observarse en las instancias procesales a efectos de que las 
personas estén en condiciones de defender adecuadamente sus derechos ante cualquier tipo de acto del 
Estado que pueda afectarlos. Es decir, en palabras de la mencionada Corte, que 'cualquier actuación u 
omisión de los órganos estatales dentro de un proceso, sea administrativo sancionatorio o jurisdiccional, debe 
respetar el debido proceso legal', pues 'es un derecho humano el obtener todas las garantías que permitan 
alcanzar soluciones justas, no estando la administración excluida de cumplir con ese deber. Las garantías 
mínimas deben respetarse en el procedimiento administrativo y en cualquier procedimiento cuya decisión 
pueda afectar los derechos de las personas'” (Corte Suprema de Justicia de la Nación, “Losicer, Jorge Alberto 
y otros c/B.C.R.A. - Resol. Nº 169/05”, 26/06/2012). 
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Continuemos con el trámite del recurso. La Administración Provincial de Impuestos, una vez 

presentada la apelación verificará su admisibilidad y dictará resolución, pudiéndose generar las 

siguientes situaciones: 

 

a) Si el contribuyente cumple con los extremos formales que surgen de los artículos 64 y 65 

(presentación dentro del plazo establecido y cumplimiento del principio del “solve et repete”), la 

Administración Provincial de Impuestos concederá el recurso. 

 

El artículo 66 regula el trámite del segundo al penúltimo párrafo, y contiene disposiciones relativas a 

la presentación de pruebas, y a la intervención de la Asesoría Letrada ministerial y de Fiscalía de 

Estado, todo ello en un plazo no mayor de tres meses, luego de lo cual el Poder Ejecutivo dictará 

resolución en el término de treinta días.  

 

De conformidad con lo estatuido por los artículos 66, cuarto párrafo, y 68 del Código Fiscal, ante la 

resolución del Poder Ejecutivo que rechace la pretensión de fondo quedará agotada la vía 

administrativa. En dicha situación, podrá interponerse recurso contencioso administrativo ante la 

Cámara de lo Contencioso Administrativo N° 1, con asiento en la ciudad de Santa Fe7. 

 

b) En caso de que el recurso no cumpla con los requisitos formales será rechazado por 

“improcedencia formal”, pero igualmente podrá deducirse apelación directa por ante el Poder 

Ejecutivo. 

 

3.- Recurso de apelación directa por ante el Poder Ejecutivo 

El artículo 66 del Código Fiscal expresa en su último párrafo: “En el caso de que la Administración 

Provincial de Impuestos denegara el recurso (de apelación) por improcedencia formal, igualmente 

podrá deducirse apelación para ante el Poder Ejecutivo en el término de quince (15) días. En tal 

caso la Administración Provincial de Impuestos deberá remitir de inmediato las actuaciones al 

Ministerio de Hacienda y Finanzas (actualmente, Ministerio de Economía), por cuyo conducto se 

                                                 
7  Si bien el artículo 68 dispone que el recurso contencioso administrativo se impetrará ante la Corte 
Suprema, la Ley N° 11.330 vino a efectuar una nueva reglamentación del artículo 93, inc. 2), de la 
Constitución provincial (según el cual compete “…a la Corte Suprema de Justicia, exclusivamente, el 
conocimiento y la resolución de: … 2. los recursos contencioso-administrativos sometidos a su decisión en los 
casos y modos que establezca la ley”), y establece en qué casos corresponde entender a la Corte provincial y 
cuándo a las Cámaras de lo Contencioso Administrativo –creadas mediante Ley N° 11.329. En otra de las 
ponencias presentadas en este Seminario explicamos por qué la Cámara Nº 1 es la única competente en 
materia tributaria provincial. 
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sustanciará sin más trámite que el informe de Asesoría Letrada del citado Ministerio y 

eventualmente, de Fiscalía de Estado, quedando agotada así la vía administrativa”. 

 

Este recurso ante el Poder Ejecutivo se fundamenta en la atribución que el ordenamiento otorga al 

Administrador Provincial de Impuestos para declarar inadmisible el recurso de apelación. En ese 

caso, naturalmente que la instancia administrativa no puede agotarse, por cuanto debe garantizarse 

al contribuyente el derecho a plantear la cuestión al Poder Ejecutivo para que revise y controle 

estos actos8.  

 

Por su fundamento, esta particular impugnación puede asimilarse al recurso de queja por apelación 

denegada, previsto en el Código Procesal Civil y Comercial provincial en sus artículos 356 a 358. 

De hecho, en el emblemático fallo “El Serrano”9, de la Corte Suprema local, se llamó “queja por 

apelación denegada” a esta apelación directa, en ese momento consagrada en el último párrafo del 

artículo 53 del Código Fiscal (t.o. Decreto Nº 4.228/1986). Tozzini, en el ámbito de la doctrina, 

refiere específicamente a este recurso como “una suerte de queja”10. 

 

La autoridad competente para expedirse sobre este recurso de apelación directa es el Poder 

Ejecutivo. Así se desprende de la lectura del último párrafo del artículo 66, ya transcripto. No 

obstante, la situación no es tan sencilla en los hechos. 

 

                                                 
8  Según nuestra Constitución provincial, el Gobernador es el jefe superior de la Administración Pública 
(artículo 72 inciso 1º), y en tal carácter es competente para resolver los recursos administrativos que se 
deduzcan contra sus propios actos, los de sus inferiores jerárquicos y entidades autárquicas de la 
Administración provincial (artículo 72 inciso 18º). 
 Sobre el agotamiento de la vía administrativa en la Provincia de Santa Fe, véase LISA, Federico J. – 
WEDER, Rubén L., El proceso contencioso administrativo en la Provincia de Santa Fe. Ley 11.330. Doctrina 
jurisprudencial, t. I, Juris, Rosario, 1998, págs.198 y sigtes. Asimismo, y con relación a la específica aplicación 
del principio del agotamiento de la vía administrativa al procedimiento tributario, y la necesidad de que el 
Poder Ejecutivo revise los actos dictados por la Administración Provincial de Impuestos, puede consultarse A. 
y S. T. 8, pág. 217, “Gonar Automotores S.A. c/Provincia de Santa Fe”, 27/04/2007; A. y S. T. 19, pág. 419, 
“Toyota Argentina S.A. y Otro c/Provincia de Santa Fe”, 22/10/2010; A.  y S. T. 25, pág. 150, “Servicio Central 
de Vigilancia S.R.L. c/Provincia de Santa Fe”, 24/08/2011; y A. y S. T. 31, pág. 234, “Calligaris, Raúl 
c/Provincia de Santa Fe”, 03/12/2012, todos de la Cámara de lo Contencioso Administrativo Nº 1. 
9  A. y S. T. 190, pág. 129, “El Serrano S.R.L. c/Provincia de Santa Fe”, 08/07/2003. 
10  TOZZINI, Gabriela I. El solve et repete en el procedimiento tributario de la Provincia de Santa Fe, en 
Los procedimientos tributarios provinciales, municipales y ante las Comisión Arbitral y Federal de Impuestos, 
obra coordinada por Gustavo J. NAVEIRA DE CASANOVA, 1era. edic., Ad-Hoc, Buenos Aires, 2003, pág. 156. 
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La complejidad surgió con el dictado del Decreto-Acuerdo Nº 610/200511, que fue ampliado, 

sistematizado y ordenado por el Decreto-Acuerdo Nº 916/2008.  

 

En lo que aquí nos interesa, cabe destacar que lo que este último decreto hace es delegar en los 

Ministros y Secretarios de Estado “...la firma de los actos administrativos conclusivos de 

procedimientos de sustanciación de los recursos de apelación, jerárquico, queja y revocatoria -en 

este caso, interpuestos contra actos del Poder Ejecutivo- deducidos contra actos, hechos u 

omisiones de la jurisdicción a su cargo, que hayan de ser rechazados por su inadmisibilidad, atento 

a la existencia de deficiencias formales, extemporaneidad, deserción u otras circunstancias que 

conduzcan a esa solución, y en los que se haya formulado expresamente desistimiento o que la 

materia de recurso deviniese abstracta” (artículo 3º). 

 

Se ha producido aquí lo que se ha calificado como “delegación de firma”: “La doctrina hace una 

distinción entre la delegación de competencia y delegación de firma. La primera trataría de modificar 

el orden de las competencias entre las autoridades administrativas interesadas, autorizando el 

ejercicio de la competencia al delegado. Por el contrario, la delegación de firma tendería solamente 

a descargar al delegante de una parte de su tarea material, permitiendo designar una especie de 

apoderado o mandatario (fondé de pouvoir). La delegación de firma no sería así una verdadera 

delegación en sentido jurídico, y por ello el acto se entendería emanado del delegante”12. 

 

Desde esta misma perspectiva, dijo la jurisprudencia local que la disposición transcripta concuerda 

“...con la naturaleza de la denominada delegación de firma la que, para calificada doctrina, 'no 

importa una verdadera delegación, en sentido jurídico, en virtud de que no opera una real 

transferencia de competencia, sino que tan sólo tiende a descargar una porción de la tarea material 

del delegante. En este caso, el órgano delegado carece de atribuciones para dictar actos 

administrativos por sí, limitándose a la firma que le ordene el delegante, quien en definitiva asume la 

responsabilidad por su contenido' (Cassagne, Juan Carlos, Derecho Administrativo, T. 1, séptima 

edición (Buenos Aires, 2002), LexisNexis, págs. 286/287)”13. 

 

                                                 
11  El Decreto-Acuerdo Nº 610/2005 había establecido la delegación de firma en el Ministro Coordinador 
(hoy Ministro de Gobierno y Reforma del Estado). El Decreto-Acuerdo Nº 916/2008, a su turno, desconcentró 
el ejercicio de esa potestad delegada y la puso en cabeza de los Ministros y Secretarios de Estado que 
resultaren competentes según la materia. 
12  DIEZ, Manuel María, Manual de Derecho Administrativo, t. 1, Editorial Plus Ultra, Buenos Aires, 1980, 
pág. 125. 
13  Cámara de lo Contencioso Administrativo Nº 1, A. y S. T. 8, pág. 217, “Gonar”, 27/04/2007, ya citado. 
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En el caso particular del Ministerio de Economía, esta delegación significó también transferir al 

titular de la cartera el dictado del acto administrativo desestimatorio del recurso de apelación directa 

del artículo 66 del Código Fiscal (recurso que, como ya vimos, puede interponerse sólo en 

supuestos de inadmisibilidad del recurso de apelación: extemporaneidad o incumplimiento del 

principio “solve et repete”). 

 

En la actualidad, el asunto requiere de una precisión aún mayor, pues el Decreto-Acuerdo Nº 

851/2011 agregó dos nuevos párrafos al artículo 3º del Decreto-Acuerdo Nº 916/2008 (ya 

transcripto): Por el primero se eliminó la intervención de la Fiscalía de Estado antes del dictado de 

la resolución ministerial; el segundo párrafo, por su parte, excluyó del ámbito de la delegación ”...los 

casos en los que los recursos vayan a ser desechados en los términos de los artículos 64 y 67 (sic) 

del Código Fiscal por incumplimiento del requisito de pago previo”. 

 

En definitiva, actualmente deben diferenciarse dos escenarios en orden a la autoridad que debe 

expedirse sobre este remedio procedimental: 

 

a) Cuando la intención sea declarar formalmente admisible la apelación directa, la autoridad que 

debe suscribir el acto es el Poder Ejecutivo. 

 

Advertimos que lo único que puede hacerse en esta instancia es admitir la apelación. Naturalmente, 

no puede ese mismo acto tratar el fondo del planteo, sino que deberá limitarse a ordenar la 

sustanciación del recurso de acuerdo con el procedimiento que el propio artículo 66 del digesto 

tributario estatuye a partir del tercer párrafo14.  

 

Lo que está en discusión en este recurso es una problemática estrictamente formal: Si la apelación 

fue bien o mal rechazada por “improcedencia formal”. El recurso, entonces, sólo deberá justificar 

por qué se considera mal denegada la apelación, sin ser necesario argumentar sobre el fondo15.  

 

El objeto del acto que admita la apelación consistirá en abrir la vía recursiva prevista a partir del 

tercer párrafo del artículo 66. Ello significa que luego de la admisión se correrá traslado al apelante, 

                                                 
14  Cfr. TOZZINI, Gabriela I., op. cit., pág. 156, y SACCONE, Mario Augusto, Código Fiscal anotado y Ley 
Impositiva Anual de la Provincia de Santa Fe, t. o. 1970 y modificatorias, Zeus, Rosario, 1972, pág. 67, 
quienes sostienen que esta impugnación debe interponerse de manera fundada. 
15  ESCOLA, Héctor J., Tratado Teórico-Práctico de los Recursos Administrativos, Depalma, Buenos 
Aires, 1967, págs. 443 y sigtes.  
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emitirán dictámenes la Asesoría Letrada del Ministerio de Economía y Fiscalía de Estado, y por 

último el Poder Ejecutivo dictará otro acto administrativo, esta vez resolviendo la cuestión de fondo. 

Con la decisión sobre el aspecto sustancial se agotará la vía administrativa, cabiendo la 

interposición del recurso contencioso administrativo. 

 

b) Si se decide desestimar este recurso de apelación directa (artículo 66 in fine), habrá que tener en 

cuenta, a su vez, el motivo por el cual el recurso de apelación (artículos 64 y 65) fue declarado 

inadmisible por la A.P.I.: 

 

I. Si el recurso de apelación fue declarado inadmisible por incumplimiento del principio del “solve et 

repete”, la desestimación de la apelación directa debe ser dictada por el Poder Ejecutivo, previa 

intervención de la Dirección General de la Asesoría Letrada del Ministerio de Economía y de 

Fiscalía de Estado. La delegación de firma fue eliminada para este caso, por lo cual rige el originario 

procedimiento previsto en el Código Fiscal sin ningún aditamento. Con la decisión del Poder 

Ejecutivo sobre este recurso se agota la vía administrativa. 

 

II. En caso de que la apelación haya sido declarada inadmisible por ser extemporánea, la 

suscripción del acto que deniega la apelación directa corresponde –previa intervención de la 

Asesoría Letrada ministerial– al Señor Ministro de Economía. 

 

III. Si la apelación directa (artículo 66 último párrafo) fue presentada extemporáneamente, su 

desestimación corresponde también al Señor Ministro de Economía, sin importar el motivo por el 

cual fue denegado el recurso de apelación. 

 

4.- Recurso de revocatoria – Decreto-Acuerdo N° 916 /2008 

 

Para estos casos II y III, el artículo 5° de la normativa agregó una instancia recursiva, pues ante ese 

acto suscripto por la autoridad ministerial, vía delegación de firma, el contribuyente podrá interponer 

recurso de revocatoria, con las formalidades y los plazos del artículo 42 del Reglamento aprobado 

por Decreto-Acuerdo Nº 10.204/1958.  

 

Dispone el decreto que aquel recurso debe tramitar obligatoriamente en caso de deducirse, y ser 

resuelto por el Poder Ejecutivo, previa intervención de la Asesoría Jurídica del Ministerio o de la 

Secretaría de Estado correspondiente y de la Fiscalía de Estado. 
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Como se ha advertido, este recurso de revocatoria reviste una “particular naturaleza”16, por cuanto 

no es resuelto por la misma autoridad que dictó el acto impugnado –el Ministro de Economía–, y ello 

es así porque el Poder Ejecutivo no le transfirió la competencia para su dictado, sino la mera 

suscripción del acto. Con la decisión del Poder Ejecutivo sobre este recurso se agota la vía 

administrativa, y queda habilitada la instancia judicial. 

 

 

III.- El procedimiento de impugnación y la ejecutor iedad del acto determinativo de deuda 

 

Con mayor desarrollo hemos expuesto en otro trabajo presentado en este mismo Seminario17 el 

régimen de ejecutoriedad de la determinación de deuda en el Código Fiscal de Santa Fe.  

 

Como allí expresamos, mientras se tratan las impugnaciones (las previstas tanto para la sede 

administrativa como para la instancia judicial) la determinación no se encuentra firme, por lo cual la 

Administración Provincial de Impuestos no puede iniciar el apremio ante los tribunales ordinarios.  

 

Sea que el contribuyente abone o no la deuda al presentar el recurso de apelación ante el Poder 

Ejecutivo o al interponer el recurso contencioso administrativo ante el Poder Judicial, la tramitación 

de todo ese procedimiento de impugnación que hemos descripto lleva varios años.  

 

Piénsese que si el contribuyente paga el tributo en la sede administrativa los recursos que deben 

tramitarse en total son dos: La revocatoria y la apelación. Ello no parece irrazonable, aún cuando la 

solución del segundo de ellos suele demorarse. Pero para iniciar el apremio (para el cobro de los 

accesorios) faltará aún que el acto quede firme, y si se interpone recurso contencioso administrativo 

éste deberá ser resuelto por el Poder Judicial. 

 

Cuando el requisito de pago previo no es cumplimentado, por el contrario, las instancias a sortear 

son más: El recurso de revocatoria, el recurso de apelación, el recurso de apelación directa y el 

recurso contencioso administrativo para la sede judicial son las etapas que deberán transcurrir para 

                                                 
16  Así se refirió a este recurso la Cámara de lo Contencioso Administrativo Nº 1 en “Servicio Central de 
Vigilancia S.R.L. c/Provincia de Santa Fe” y “Calligaris, Raúl c/Provincia de Santa Fe”, ya citados.  
17

  “La ejecutoriedad de la determinación tributaria en Santa Fe y la normativa aplicable a la prescripción 
extintiva: Un problema que abrió la recepción del fallo ‘Filcrosa’”. 
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que la determinación quede firme y pueda iniciarse el apremio (salvo la falta de impugnación, claro 

está). 

 

Estos dos supuestos se traducen en una inconveniente dilación en la efectiva recaudación de las 

rentas. Además, en el segundo caso existe el agravante de que después de tanto camino transitado 

en los estrados administrativos y judiciales recién podrá iniciarse el apremio, pero seguramente 

ambas partes tendrán la impresión de que no consiguieron aún sus más elementales objetivos: El 

contribuyente no pudo ventilar la cuestión de fondo (la legitimidad de la determinación) ante el 

Poder Ejecutivo ni ante el Poder Judicial, mientras que el Estado ni siquiera pudo iniciar la gestión 

para recaudar el tributo determinado18. 

 

 

IV.- Algunas consideraciones a modo de reflexión 

 

De este modo, e incluso dejando de lado el eventual rechazo que los tribunales realicen sobre las 

demandas de apremio sobre la base de la prescripción de las acciones y poderes del Fisco19, la 

adopción de una solución para este supuesto tampoco solucionaría el inconveniente que aquí 

tratamos. 

 

Es decir que aún cuando el Fisco pueda iniciar el apremio una vez firme la determinación y los 

tribunales ordinarios acojan la demanda, seguramente habrán pasado varios años desde el dictado 

del acto determinativo de deuda. Ello no es propio de una Administración Fiscal eficiente y 

moderna. 

 

La inquietud que nos queda es de qué sirve el “solve et repete” si no permite garantizar la 

recaudación de las rentas públicas. No puede decirse, al menos en la Provincia de Santa Fe, que el 

fundamento jurídico de esta prerrogativa del Estado sea la presunción de legitimidad y la 

ejecutoriedad del acto administrativo tributario, y menos aún que se sustente en la necesidad de 

impedir que los recursos judiciales se transformen en medios dilatorios para el ingreso de las sumas 

adeudadas en concepto de tributos20. Es que, como señalamos en nuestro trabajo ya invocado, la 

                                                 
18  Si el contribuyente pagó el tributo al interponer la apelación o el recurso contencioso administrativo sí 
pudo discutir el fondo de la cuestión, y la Administración ya percibió el capital del monto objeto de la 
determinación. 
19  Ibídem. 
20  Remitimos, para no abundar, además de la jurisprudencia y doctrina citadas en el presente trabajo, al 
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determinación de deuda no goza de ejecutoriedad, por lo cual el “solve et repete” no tiene utilidad 

alguna: No garantiza la recaudación de las rentas públicas, y menos aún impide que las 

impugnaciones dilaten el pago. Todo lo contrario. Hasta nos animamos a decir, en todo caso, que 

termina perjudicando al Fisco más que al contribuyente. 

 

No obstante, considerando la finalidad y la extensión de esta ponencia, y lejos de aconsejar una 

solución21, en este humilde aporte queríamos limitarnos a presentar el problema.  

 

La consagración de prerrogativas como el “solve et repete” y de instituciones como la ejecutoriedad 

de la determinación tributaria no sólo deben ser analizadas desde la perspectiva de los derechos 

del contribuyente, sino también desde la óptica de la eficiencia de la Administración en la 

recaudación de las rentas. No nos quedan dudas de que una legislación que trate de equilibrar los 

derechos de ambas partes de la relación jurídica tributaria es el paso más importante para lograr un 

Código Fiscal más moderno, más eficiente y más eficaz. 

                                                                                                                                                                     
precedente A. y S. T. 6, pág. 356, “Club Atlético San Jorge Mutual y Social c/Provincia de Santa Fe s/Recurso 
Contencioso Administrativo”, 09/06/2004, de la Cámara de lo Contencioso Administrativo N° 1, donde se 
expusieron prolijamente las distintas posturas en torno a los fundamentos del “solve et repete”. 
21  Recordemos que el Colegio de Abogados de Rosario ha propuesto reformar el procedimiento 
tributario, modificando el procedimiento de impugnación de la determinación (eliminando el “solve et repete”) y 
también su régimen de ejecutoriedad, permitiendo el inicio del apremio con el agotamiento de la vía 
administrativa. 


